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Presentación

 El presente manual tiene como principales destinatarios los funcionarios de cualquier Administración Pública, incluidas las entidades locales. También puede ser de gran utilidad para estudiantes de Ciencias Sociales y Jurídicas; y para opositores aspirantes al ingreso en Cuerpos y Escalas de cualquier Administración Pública.



Prólogo

 Esta tercera edición del Manual viene principalmente propiciada por una necesaria actualización de la doctrina jurisprudencial, ya acorde con las Leyes 39 y 40 del 2015, que en la segunda edición acababan de iniciar su vigencia.
Además, se aprovecha esta nueva edición para mejorar y complementar las anteriores, en un intento de cubrir lagunas, y sugerir respuestas a concretas vicisitudes que, aunque no sean muy habituales, potencialmente pueden surgir en el seno del procedimiento sancionador.
También se ha considerado conveniente por los autores añadir a los procedimientos sancionadores singulares de Defensa del Consumidor y Tráfico, el de Protección de Seguridad Ciudadana.
Como se decía en la primera y segunda edición, el manual tiene como principales destinatarios a los funcionarios/as de cualquier Administración Pública, incluidas las Entidades Locales, que, de forma habitual, o circunstancialmente, se encuentran ante la tarea de instruir un procedimiento administrativo sancionador o disciplinario.
Se ha pensado también en esta tercera edición en los estudiantes de Ciencias Sociales y Jurídicas; y especialmente en los opositores/as aspirantes a Cuerpos y Escalas de las Administraciones Públicas. Con este objeto se anexan al cuerpo del Manual supuestos prácticos, cuestionarios tipo test y una serie de preguntas cortas con respuestas, todo ello propio de la materia que se trata.
Como ya se subrayó en las anteriores ediciones, se trata de una obra carente de ambiciones científicas, cuya finalidad no es la de realizar un profundo estudio jurídico de los principios y del procedimiento en materia sancionadora administrativa, sino el de ofrecer una herramienta útil para quiénes, siendo, o no, juristas, han de enfrentarse a la responsabilidad ya referida de instruir un procedimiento sancionador.
Aún cuando el Manual, según se ofrece su título, parece exclusivamente dirigido al Instructor/a del procedimiento sancionador, pues pivota fundamentalmente sobre esta función, su ámbito abarca también las fases inicial y finalizadora del procedimiento.
Sin huir de los conceptos teóricos básicos más imprescindibles, es la esencia del manual el ofrecer, desde un punto de vista práctico y funcional, una solución jurídica razonable ante las diversas vicisitudes que se le puedan plantear al instructor en su tarea, analizando la normativa aplicable, la jurisprudencia más pacífica y la correcta praxis administrativa y judicial.
Indudablemente, dado que lo que en definitiva trata el manual es la aproximación a la más correcta actuación jurídica dentro de un procedimiento sancionador, la utilidad del mismo se hace también extensiva a quiénes están sometidos a las consecuencias de ese procedimiento: los interesados en los mismos y sus abogados. También, y por las mismas razones, el manual puede tener un uso pedagógico para estudiantes de Derecho y funcionarios/as públicos.
También se aprovecha esta tercera edición para acomodarlo en sus términos a un lenguaje más inclusivo e igualitario.



Abreviaturas utilizadas

 	CE	Constitución española de 1978.
	LRJSP	Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
	LPACAP	Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
	LRJPAC	Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
	REPEPOS	Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, Reglamento de Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora.
	LEC	Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
	RD 1945/1983	Real Decreto 1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor y de la producción agro-alimentaria.
	EBEP	Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.
	LMRFP	Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.
	LOPSC	Ley 4/2015, de 30 de marzo, de Protección de la Seguridad Ciudadana.
	LJCA	Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
	RD 33/1986	Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado.
	TRTCSV	Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.
	RD 320/1994	Real Decreto 320/1994, de 25 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento Sancionador en materia de Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial.
	STS	Sentencia del Tribunal Supremo (en plural SSTS).
	SAN	Sentencia de la Audiencia Nacional (en plural SSAN).
	STC	Sentencia del Tribunal Constitucional (en plural SSTC).




1 Introducción y conceptos utilizados

 I.  Introducción
Las Administraciones Públicas, incluidas la Entidades Locales, con objeto de garantizar la ejecución de las competencias que ostentan, han sido dotadas tradicionalmente de potestad sancionadora, que se convierte, en definitiva, en una función represiva encaminada a garantizar y proteger el orden general, y con esa finalidad, obligar coercitivamente a los ciudadanos al cumplimiento de la ley. Actualmente el artículo 25.1.
CE hace un reconocimiento constitucional a esta potestad sancionadora (1) , que exige una previa determinación normativa de las conductas sancionables y de las sanciones a imponer.
Además, tanto del artículo 105 CE, como del artículo 53 LPACAC, se desprende la exigencia de un procedimiento, también previamente determinado, en el que adquiere una especial relevancia la figura del instructor del mismo.
El manual, tal como se dice en el prólogo y se desprende evidentemente de su título, está dirigido, de forma directa, a los instructores/as de los procedimientos sancionadores, pues no cabe la menor duda de que la correcta tramitación del procedimiento, que culmine con una finalización normal del mismo, no necesariamente sancionadora, depende esencialmente de la buena labor y del rigor profesional de aquellos/as.
Si bien el procedimiento sancionador tiene tres fases claramente diferenciadas (iniciación, instrucción y terminación), es la fase de instrucción la más determinante del procedimiento, pues en ella, mediante diligencias de averiguación e investigación, y con el uso de todos los medios probatorios posibles se intentará destruir la presunción de inocencia que otorga la Constitución española a los ciudadanos/as, para poder imponer la sanción que proceda por la infracción del ordenamiento jurídico. Y en esta fase procedimental adquiere un protagonismo administrativo, casi exclusivo, el instructor/a del procedimiento, que se convierte en el director/a del mismo, y que aun careciendo de competencias para poder iniciar el procedimiento o para imponer la sanción, ha de dictar en el mismo importantes resoluciones administrativas, que si no se ajustan al ordenamiento jurídico pueden acarrear el fracaso de aquel e impedir que se sancione a quien ha infringido el ordenamiento jurídico.
Son innumerables los casos en los que una incorrecta dirección de la fase instructora, por falta de la requerida diligencia, o por desconocimiento de determinadas cuestiones, da lugar a impedimentos jurídicos para poder proceder a imponer la sanción; o, en el caso de que llegue a imponerse, a la posterior declaración, administrativa o jurisdiccional, de nulidad de la misma.
Indudablemente la función del instructor/a de un procedimiento sancionador no puede ser encomendada a cualquier funcionario/a, pues el desempeño de esta tarea exige unos conocimientos jurídico-administrativos, sino profundos, al menos, básicos, claros y consolidados. Es este precisamente el objeto del presente libro, el de coadyuvar y complementar los conocimientos de aquellos/as y, desde una perspectiva funcional y práctica, ayudarles a cubrir las lagunas que puedan planteárseles, procedentes, en muchas ocasiones, de una insuficiente regulación procedimental.
No obstante estar dirigido el manual al instructor/a del procedimiento, y que la labor de éste/a se desarrolla en esa fase del procedimiento sancionador, se ha considerado conveniente no huir ni de la fase de incoación del mismo ni de la de terminación, pues indudablemente el instructor/a aunque formalmente no intervenga en estas fases precisa conocerlas jurídicamente, pues su tarea está incrustada o empotrada entre ellas, y a veces, en la práctica, realiza alguna labor en las mismas. En la misma línea, se incluye una breve referencia a la problemática de la ejecución de la resolución sancionadora, así como al recurso contencioso contencioso-administrativo frente a las resoluciones sancionadoras.
El instructor/a debe tomar conciencia en su labor de que sus actuaciones y decisiones están fuertemente fiscalizadas, y a veces, ya lo sea directa o indirectamente, debe superar varios filtros hasta que haya un pronunciamiento definitivo de si han sido o no conformes a Derecho. En primer lugar, su tarea está sometida a la decisión que adopte el órgano competente para dictar la resolución sancionadora, que deberá analizar el correcto desarrollo de esta fase antes de decidir si adopta o rechaza la propuesta elaborada por el instructor; en segundo lugar, puede estar sometida a un eventual recurso administrativo basado en cuestiones relacionados con la fase de instrucción; y, finalmente, podría ser revisada por el juez o tribunal competente ante un eventual recurso contencioso-administrativo.
Se ha decidido iniciar la obra con unas cuestiones generales básicas relacionadas con el derecho administrativo sancionador y especialmente con el procedimiento: principios y derechos que lo rigen, plazos de prescripción y caducidad, conformación del expediente administrativo. No es pretensión de este capítulo profundizar en cuestiones jurídicas que suscitan cierta polémica y todavía no claramente resueltas, sino ofrecer al destinatario/a un conocimiento jurídico básico de ellas, invitándole si lo considerara oportuno a ampliarlos y profundizar en ellos con las clásicas publicaciones de Derecho administrativo sancionador.
Se abordan, en algunos casos, cuestiones que no son específicas del procedimiento especial sancionador sino que son comunes a cualquier procedimiento administrativo, pero que su correcto conocimiento juega un importante papel en este ámbito. Tal es el caso de las notificaciones, que suele convertirse en un serio enemigo de estos procedimientos, y que su incorrecta práctica determina en innumerables ocasiones la superación del plazo máximo para resolver, y la consiguiente caducidad del procedimiento, que da lugar al impedimento para dictar la resolución sancionadora, o a la nulidad de la sanción impuesta.
Podemos decir que la obra tiene dos partes claramente diferenciadas: por un lado el procedimiento administrativo sancionador, instaurado para tutelar el orden general; por otro, el procedimiento disciplinario de los empleados/as públicos, y especialmente de los funcionarios/as, que no es solamente un procedimiento especial sino un procedimiento de los denominados de autoprotección, enmarcado dentro de una relación especial de sujeción, y al que no se le aplican de forma absoluta las garantías que la Constitución reconoce para el procedimiento sancionador general, pero que actualmente, tras la entrada en vigor de la LRJSP le son directamente de aplicación los principios de la potestad sancionadora recogidos en la LRJPAC.
En la primera parte se ha incluido el procedimiento administrativo sancionador de protección del orden general, que se manifiestan en diversas esferas de la vida cotidiana: tráfico, transportes, medio ambiente, orden público, sanidad, etc. Se complementa esta primera parte con las peculiaridades de tres procedimientos especiales: el establecido en el RD 1945/1983, el regulado para la materia de tráfico, y el establecido en materia de la Protección y Seguridad Ciudadana.
Si bien son muchos los procedimientos que sectorialmente contienen alguna especialidad con respecto al procedimiento general, la elección de incluir estos tres procedimientos especiales en el manual no se ha hecho al azar, sino de forma meditada. El primero de ellos, regulado en la norma anteriormente citada, establecido para proteger los intereses de los consumidores —y que va más allá de la mera relación comercial, haciéndose extensivo a la protección de la salud, al tipificar infracciones sanitarias— contiene una importante peculiaridad derivada de la, en muchos casos, necesidad de toma de muestras y realización de análisis, añadiendo a las responsabilidades del instructor/a la de la garantía de la cadena de custodia.
El segundo, el procedimiento especial en materia de tráfico se ha seleccionado para ser incluido en el presente manual por varias razones. Quizá la primera de ellas es que el fenómeno del tráfico y circulación de vehículos se ha generalizado en las últimas décadas de tal forma, que la protección que esta actividad da lugar a un ingente número de procedimientos sancionadores, que no son solo competencia del Estado sino que son también instruidos (y por supuesto iniciados y resueltos) por los correspondientes Ayuntamientos en sus correspondientes ámbitos. La segunda razón son las profundas peculiaridades de este procedimiento, que determinan que, en algunos casos, la propia denuncia notificada al infractor pueda convertirse en ejecutiva sin ni tan siquiera dictar una resolución sancionadora.
Y el tercero, añadido en la presente edición, por su popularidad e incidencia en el ejercicio de las libertades ciudadanas, que quedan a veces limitadas por razones de su protección y seguridad.
En la segunda parte del manual se ha incluido el procedimiento disciplinario de los funcionarios/as establecido para la imposición de sanciones administrativas a quiénes están directamente en relación con la organización y el funcionamiento de las Administraciones Públicas. No se trata de un procedimiento especial derivado del procedimiento sancionador general sino de un procedimiento con entidad propia, que regula relaciones ad intra, de especial sujeción. Pero no por ello la tarea de instructor/a de este tipo de procedimientos es menos importante, pues el gran número de empleados/as públicos, que cubren una actividad cada vez más extendida de prestación de servicios públicos en toda su faceta, implica necesariamente la apertura de numerosos procedimientos disciplinarios, con, a veces sanciones (suspensiones por años, o incluso separaciones del servicio) muy importantes desde el plano profesional.
Contiene también el manual, con un fin práctico de su uso, una selección de textos de la normativa procedimental más recurrente para el instructor.
Se ha considerado conveniente también incluir en el manual una serie de formularios y esquemas, siempre de resoluciones administrativas, pues está básicamente dirigido el mismo a los responsables de la tramitación del procedimiento sancionador.
También se ha estimado útil la formulación en el manual de cinco casos prácticos de corto contenido, con sus soluciones. No es otra la finalidad de éstos que la de que, con supuestos ficticios que requieren una solución jurídica, ayudar al lector a una mejor comprensión del contenido del manual.
Además, es novedad en esta tercera edición, la inclusión de cuestionarios tipo test y preguntas cortas con su respuesta. Ello dirigido principalmente a estudiantes universitarios y a los aspirantes en procesos selectivos para acceso a la función pública.
II.  Conceptos utilizados
En general en el campo del Derecho se utilizan muchos términos que son sinónimos y que se usan de forma indiferente, pero que, en algunos casos, dificultan la comprensión, y, en otros, no son correctamente utilizados.
Se ha intentado en el presente manual no incurrir en esa práctica, y con esa finalidad se ha intentado unificar los conceptos, utilizando siempre, y en la medida que sea posible, el mismo término. Con esta finalidad de uniformidad de los términos, aclaramos en este a lo que nos estamos refiriendo con cada uno de ellos.
Con el término «inculpado/a» (2)  vamos a referirnos a la persona (física o jurídica) que es el más directo interesado en el procedimiento sancionador, por ser el que puede sufrir las consecuencias de la eventual sanción.
Para referirnos a cualquier otro interesado en el procedimiento distinto del inculpado utilizaremos el término «terceros interesados/as» u «otros interesados/as».
Como no puede ser de otra forma denominaremos en todo caso «instructor/a» al funcionario/a encargado de la labor de la instrucción del procedimiento, y que interviene en esta fase del mismo.
Con «órgano competente para iniciar el procedimiento» haremos referencia a la unidad u órgano que tiene atribuida la competencia para incoar el procedimiento, y que no necesariamente la tiene para imponer la sanción. Al que tiene esta facultad de imponer la sanción lo llamaremos «órgano competente para resolver».
Utilizaremos, sin embargo indistintamente los términos «Iniciación del procedimiento» o «incoación del procedimiento» para referirnos al acto administrativo que le da inicio.
Cuando hagamos referencia a la resolución que impone o acuerda la sanción la llamaremos «resolución sancionadora», y cuando hagamos referencia al acto finalizador del procedimiento sin saber si es o no sancionador los llamaremos «resolución finalizadora del procedimiento».
Llamaremos a las medidas adoptadas provisionalmente «medidas provisionales» o «medidas cautelares».
Con respecto a las actuaciones del instructor, también las llamaremos indistintamente «actuaciones» o «diligencias».

	 (1) 
	Con ello se establece una dualidad de sistemas represivos, que forman parte de un «genérico» ius puniendi del Estado, que puede manifestarse por la vía judicial (penal) o por la vía administrativa (sancionadora).

	 Ver Texto 

	 (2) 
	Generalmente se utiliza como sinónimo de inculpado el de interesado, encartado, expedientado, imputado…

	 Ver Texto 




2 Cuestiones generales básicas

 I.  La regulación del Derecho administrativo sancionador
1.  Introducción
La Constitución española (1) , aunque no lo haga de una forma expresa, otorga a las Administraciones Públicas, y a las Corporaciones locales, potestad o facultad para imponer sanciones a sus administrados.
Esta potestad sancionadora no ha sido constitucionalmente concedida por puro arbitrio sino que está justificada en el hecho de que la sanción se imponga precisamente para reprimir transgresiones que se han producido en un ámbito administrativo cuya tutela ha sido encomendada a la correspondiente Administración.
Además, esta potestad que faculta para sancionar está sujeta a rigurosos límites, siendo los dos principales los siguientes:
	A)  Para que la Administración pueda imponer una sanción tiene que existir una previa regulación normativa sustantiva en la que se ampare la misma, debiendo estar la infracción previamente tipificada como ilícita, y acompañada por la determinación de la sanción que procede imponer por su transgresión.
	B)  Además, debe seguirse de forma rigurosa un procedimiento administrativo, que también ha estar previamente establecido en una norma.

2.  La regulación sustantiva
La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas, a diferencia de lo que ocurre con la potestad punitiva penal que protege el orden social colectivo de forma abstracta, protege los intereses generales directamente relacionados con su propia organización y funcionamiento. Podemos decir que la potestad administrativa sancionadora no es un fin en sí mismo sino un medio para que las Administraciones públicas, y las Corporaciones Locales, pueda garantizar el cumplimiento de las leyes, demás disposiciones generales, y actuaciones administrativas.
Por ello la normativa sustantiva que sirve de base jurídica para imponer la sanción es generalmente sectorial. Cada vez que se legisla sobre un área o campo determinado (tráfico, transportes, medio ambiente, etc.) los preceptos propios de ese orden son acompañados por otros que tienen como finalidad asegurar o conseguir los objetivos de la ley, y en ellos se tipifican las infracciones a ese referido orden, y las sanciones que procede imponer en consecuencia.
Como ya se ha dicho, a cada Administración se le faculta de potestad sancionadora exclusivamente para proteger el ejercicio de sus correspondientes competencias. Pero ello no quiere decir que la normativa en que se ampare la eventual sanción a imponer tenga necesariamente que ser normativa propia de esa Administración. No es lo mismo la potestad para sancionar que la competencia para establecer o crear las infracciones y sanciones. Puede ocurrir, y de hecho ocurre de forma frecuente, que la Administración de una Comunidad Autónoma sancione por infracciones administrativas tipificadas en una ley estatal. Esto es perfectamente lícito si la Administración de esa concreta Comunidad Autónoma está en definitiva protegiendo el cumplimiento de las competencias que tiene encomendadas o asumidas, aún cuando en ese ámbito competencial carezca de facultad normativa, y tenga que ampararse en la producida por el Estado. Sirva de claro ejemplo las sanciones de tráfico que acuerdan los Ayuntamientos por infracciones producidas dentro de su ámbito local de actuación de ordenación del tráfico, que están normativamente amparadas en la Ley estatal que regula la materia.
En consecuencia, el derecho sancionador sustantivo que hay que aplicar es el establecido para el sector o área que se está protegiendo. Si es la Administración del Estado la que está ejerciendo su potestad sancionadora deberá aplicar el tipo infractor establecido por el Derecho estatal; si lo es una Comunidad Autónoma, en el ejercicio de sus competencias, aplicará su propio Derecho administrativo sancionador sustantivo, si lo tuviere; y, en caso contrario, el regulado por el Estado.
Con respecto a las Corporaciones Locales, la potestad sancionadora municipal puede tener apoyo en la legislación sectorial, estatal o autonómica; y en defecto de esta normativa específica pueden establecer los tipos infractores y sus correspondientes sanciones mediante ordenanzas municipales (2) .
3.  La regulación procedimental
Como ya se ha dicho para poder imponer una sanción no es suficiente con que esté normativamente establecido un tipo infractor y la sanción que le corresponde, sino que, además, es necesario seguir un cauce procedimental también previamente establecido.
Actualmente, tras la entrada en vigor de la LPACAP no existe un procedimiento administrativo especial para la imposición de sanciones, rigiéndose esta materia por las normas del procedimiento común, con puntuales especialidades (3) .
No obstante, el artículo 1.2 del mencionado texto legal permite la inclusión en la normativa sectorial, siempre con rango de ley, de trámites adicionales o distintos a los contemplados en el procedimiento administrativo común regulado en la LPACAP. Asimismo, reglamentariamente podrán establecerse especialidades procedimentales, referidas a los órganos competentes, plazos, formas de iniciación y terminación, publicación, e informes a recabar.
Además, hay que precisar que la disposición adicional primera de la LPACAP, en materia sancionadora saca fuera de la regulación de esta ley la materia tributaria y aduanera, del orden social, tráfico y seguridad vial y extranjería, que se regirán por su normativa específica y, solo supletoriamente, por aquella.
II.  Los principios de la potestad sancionadora y del procedimiento sancionador
1.  Introducción
La potestad sancionadora de la Administración es quizás una de las más enérgicas por cuanto la actuación sancionadora restringe y limita los derechos y bienes de los administrados. Derivado de lo anterior, se hace imprescindible que la Administración respete tanto los derechos y principios del Derecho sancionador sustantivo, como los del procedimiento, configurándose éstos como una garantía de los derechos del presunto responsable de la infracción.
Aunque la CE no se refiere directamente a los principios de la potestad sancionadora de la Administración, lo cierto es que el Tribunal Constitucional (4)  extiende al derecho sancionador, si bien con ciertos matices, no sólo la aplicabilidad de los principios derivados del orden penal del artículo 25.1 CE, sino que también proyecta sobre la potestad sancionadora las garantías procedimentales ínsitas en el artículo 24.2 CE «en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto y la seguridad jurídica que garantiza el artículo 9 de la Constitución». Esto implica en primer lugar, que las garantías se encuentran reforzadas en este tipo de procedimiento por su carácter de derechos fundamentales ligados al artículo 24 de la Constitución, con la posibilidad consiguiente de accionar en vía de amparo ante el Tribunal Constitucional, una vez agotadas tanto la vía administrativa como la judicial.
En segundo lugar, supone que no se trata de una aplicación literal y total al procedimiento sancionador de las garantías del artículo 24 de la Constitución; es decir ni es admisible la traslación de todos los principios desde el derecho penal al sancionador ni los que se admiten operan en éste con la misma intensidad que tienen en el ámbito penal (5) .
Resulta conveniente distinguir dentro de la categoría general de garantías del procedimiento administrativo sancionador, dos bloques:
	A)  Un primer bloque referido a los derechos y principios que han de regir con carácter general el Derecho administrativo sancionador, y que operan de forma prácticamente similar a los del Derecho penal.
	B)  Un segundo bloque de garantías procesales abstractamente referidas al procedimiento sancionador y presidido por la aplicación modulada al procedimiento sancionador del derecho a un proceso justo y equitativo, que necesariamente coadyuvan al resultado de un proceso con respeto al principio de contradicción. Es decir, las garantías genéricamente observadas desde la posición de la Administración Pública y desde el examen de las decisiones que puede adoptar para su consecución.

En este segundo bloque se incluyen, además, los derechos de la persona presuntamente responsable, en cuyo núcleo se encuentra el derecho de defensa y sus derechos instrumentales, como el derecho a la presunción de inocencia y las garantías del derecho a intervenir en el procedimiento con conocimiento de la imputación y empleando los medios de defensa admitidos por el ordenamiento jurídico que resulten procedentes.
2.  Los principios de la potestad sancionadora
2.1.  El principio de legalidad
Es el que más se repite en la CE (6) . En términos generales significa que toda la actuación administrativa requiere una previa cobertura legal. Se trata de un derecho subjetivo fundamental de carácter público, dotado de la máxima protección en el ordenamiento jurídico, cuyo control queda sujeto al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.
En materia sancionadora, el artículo 25.1 CE lo consagra como derecho fundamental al declarar que «nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento».
La LRJSC recoge el principio de legalidad en el artículo 25. De acuerdo con dicho precepto, la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas puede ejercerse sólo cuando haya sido expresamente atribuida por una norma con rango de ley y con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio. Como consecuencia del carácter excepcional de los poderes administrativos, la potestad sancionadora debe encontrar necesariamente cobertura en una norma de rango legal, según vienen reiterando doctrina y jurisprudencia (7) .
La norma de rango legal debe determinar de forma suficiente y con precisión los elementos esenciales de las infracciones y sanciones, sin perjuicio de posibles remisiones reglamentarias, según viene declarando el Tribunal Constitucional (8) . Es lo que se conoce como reserva de ley, que no es tan estricta como en el ámbito penal, no impidiendo la intervención de normas reglamentarias, siempre que éstas tengan un papel subordinado a la ley, limitándose a introducir especificaciones en las infracciones y sanciones establecidas en la Ley, sin tipificar nuevas sanciones o alterar el cuadro de las existentes, estando prohibida una remisión al reglamento que haga posible una regulación independiente (9) . Partiendo de una previa habilitación legal, reglamentariamente se puede, por ejemplo, actualizar la cuantía de las sanciones pecuniarias y concretar los plazos de prescripción.
Si existe un nivel de determinación suficiente en la norma de rango legal, es compatible con el principio de legalidad la regulación de lo que se conoce como «tipos en blanco», es decir conductas que deben integrarse con elementos derivados de otras normas jurídicas de diverso rango. También es compatible con dicho principio la utilización de conceptos jurídicos indeterminados, si su concreción es posible en virtud de criterios lógicos, técnicos o de experiencia, de tal manera que la conducta quede regulada con la suficiente seguridad jurídica.
En cambio, dicho principio es incompatible con la discrecionalidad en la calificación de las infracciones y en la graduación de las sanciones, ya que ambos elementos tienen que estar perfectamente predeterminados.
Las exigencias de este principio se encuentran más atenuadas en el ámbito de la potestad disciplinaria y, en general, en relación a situaciones de sujeción especial. En ellos, tanto la jurisprudencia del Tribunal Constitucional como la del Tribunal Supremo, acuden a la «técnica de la cobertura legal» y del «contenido mínimo de antijuridicidad», dejando sentado que la Ley debe no solo definir los tipos infractores sino que además debe dejar sentadas las bases de un eventual desarrollo reglamentario; así como dejar claramente deslindado el espacio entre lo lícito y lo ilícito.
En relación con las ordenanzas locales, la cobertura legal de su potestad sancionadora se encuentra en la legislación sectorial o en los preceptos de la legislación local (10) .
El instructor/a debe prestar especial atención a que la necesaria cobertura legal exista en el momento en el que se comete la infracción. Además, de acuerdo con este principio, la interpretación de las normas sancionadoras debe ser restrictiva (11) , prohibiéndose igualmente la aplicación analógica (12) , lo que significa, para el instructor del procedimiento, que debe ajustarse plenamente a los términos en que las infracciones se describen. De acuerdo con los principios de legalidad y de seguridad jurídica, se deben aplicar las normas sancionadoras respetando su tenor literal, de tal forma, que los ciudadanos, cuando realizan una determinada actuación, conozcan perfectamente las consecuencias de sus comportamientos.
Además, para la correcta aplicación de este principio, el instructor debe prestar especial atención a la motivación explícita de la resolución sancionadora, cuestión sobre la que se volverá más adelante.
Por último, debe tener en cuenta que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 25.2 LRJSP, la potestad sancionadora debe ser ejercida por los órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario. A este respecto, se debe prestar especial atención a las fórmulas de desconcentración y delegación de competencias (13) .
2.2.  El principio de tipicidad
El principio de tipicidad, que tiene su fundamento en el de seguridad jurídica, es una manifestación del principio de legalidad, al que está inescindiblemente unido, siendo altamente complicado su estudio por separado.
Partiendo del hecho de que el principio de legalidad, en sentido estricto, es la exigencia constitucional de que el ilícito administrativo esté recogido en una norma, y que esta norma, con carácter general, debe tener el rango de ley; el principio de tipicidad tiene por objeto la exigencia, constitucional y legal, de una descripción expresa, detallada y clara, de la conducta infractora; y la indicación de la sanción específica para dicha infracción.
Podríamos decir, por tanto, que se cumple el principio de tipicidad cuando el destinatario de la norma es capaz de saber y entender, de forma predeterminada, en qué supuestos fácticos puede incurrir en la comisión de una infracción administrativa, y ser objeto de una eventual sanción. De tal forma, que se cumple el principio de tipicidad cuando la información que otorga el legislador, mediante la configuración del tipo infractor, ofrece la suficiente seguridad jurídica al receptor de la norma, para que no le quepa duda de lo que administrativamente puede o no puede hacer.
Según el Tribunal Constitucional, el principio de tipicidad exige «no sólo que el tipo infractor, las sanciones y la relación entre las infracciones y sanciones, estén suficientemente predeterminados, sino que impone la obligación de motivar en cada acto sancionador concreto en qué norma se ha efectuado dicha predeterminación» (14) .
Dicho de otra manera, el principio de tipicidad sirve, en definitiva, a la finalidad de dar a conocer anticipadamente al eventual responsable de una infracción, la concreta obligación cuyo incumplimiento configura el ilícito penal o administrativo.
En definitiva, la finalidad de este principio es permitir a los administrados conocer, sin ambigüedades, qué conductas resultan punibles y en qué modo. Esto es, que se protejan los derechos de los administrados al permitirles defenderse frente a imputaciones sobre infracciones no tipificadas o frente a la imposición de sanciones que no están contempladas en la norma. Se exige, por tanto, la previsibilidad o predeterminación de las conductas sancionables.
Este principio de taxatividad sirve también, finalmente, para asegurar idéntico tratamiento, igualdad, en la aplicación de la ley. Es evidente que cuanto mayor precisión haya tenido el legislador, más difícil es que se produzca un trato desigual en la aplicación de la ley, pues tal como se decía en el caso de la imparcialidad, menor margen de maniobra tiene el juez para tratar al infractor, o a la víctima, de una forma desigual.
Podría decirse que el principio de tipicidad tiene un doble mandato. Por un lado, de naturaleza normativa, dirigido al legislador, al que obliga a la descripción clara y detallada de los elementos esenciales del hecho infractor; y por otro, de naturaleza administrativa, exigiendo al operador jurídico, el correcto encuadramiento de los hechos en el tipo infractor normativamente predeterminado.
A lo largo del procedimiento sancionador deben cumplirse determinadas exigencias del principio de tipicidad, tales como:
	A)  El presunto responsable tiene derecho a ser notificado, entre otros extremos, de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer (artículo 53.2 a) LPACAP). Este derecho asiste al presunto infractor desde el inicio del procedimiento sancionador, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción sobre lo que también habrá de ser notificado, en caso de modificación de la determinación inicial de los hechos, de su posible calificación, de las sanciones imponibles o de las responsabilidades susceptibles de sanción. Naturalmente, también habrá de serle notificada la propuesta de resolución (artículo 89.2 LPACAP), así como la resolución sancionadora.Por otro lado, el artículo 89 LPACAP permite que el instructor/a resuelva la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea necesaria la formulación de la propuesta de resolución, cuando se den determinadas circunstancias que se analizan más adelante.

	B)  Aunque la propuesta de resolución no fije la cuantía de la sanción (con infracción, pues, del artículo 89.3 LPACAP), la propuesta de resolución es válida si especifica los hechos objeto de enjuiciamiento y el precepto legislativo determinante de su tipicidad. Así se estimó en la STS de 15 septiembre 1990.
	C)  Se considera ajustado a la exigencia constitucional de tipicidad y de taxatividad de las sanciones, que en el tipo se recojan varias alternativas de sanción y que la Administración pueda con carácter potestativo elegir cuál impone o si impone las dos (a modo de ejemplo, que junto a una multa pecuniaria la Administración pueda imponer la suspensión del permiso de conducir hasta tres meses, STC 113/2002, de 9 de mayo).
	D)  Directamente relacionado con principio de tipicidad de las sanciones está el principio de proporcionalidad, recogido en el artículo 29 de la LPACAP, que será objeto de estudio en este manual más adelante, y que exige la correspondencia entre la gravedad de la infracción y la sanción de la misma.

2.3.  El principio de irretroactividad
El principio de irretroactividad que rige la potestad sancionadora puede considerarse en cierto modo como un complemento del principio de legalidad, según se deduce del artículo 25.1 CE y del artículo 9.3 de la misma. Al igual que los principios de legalidad y tipicidad tiene también su fundamento en el principio de seguridad jurídica.
De la lectura de ambos preceptos podemos afirmar que a los hechos objeto de infracción se les aplica las normas vigentes en el momento de la comisión de los mismos, es decir, se predica con carácter general la irretroactividad de las normas con la salvedad de aquellas que sean más favorables al infractor.
El instructor/a viene obligado a aplicar la norma vigente en el momento de la comisión de los hechos. No obstante, de los artículos 25.1 y 9.3 CE sólo se deduce la irretroactividad in peius (irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales), que por tanto tiene reconocimiento constitucional, sin embargo, la retroactividad in bonus (favorables al presunto infractor) carece de dicho fundamento constitucional, como así lo ha entendido el Tribunal Constitucional (15) .
Es decir, los artículos 9.3 y 25 CE no determinan el principio de aplicación retroactiva de las normas más favorables al infractor/a, sino que dicha extensión de ese principio propio del Derecho penal a la potestad sancionadora de la Administración se produjo por vía de la jurisprudencia del Tribunal Supremo, y, posteriormente, del Tribunal Constitucional. Actualmente se recoge expresamente en el artículo 26.2 de la LRJSP.
La irretroactividad in peius, engloba un doble mandato, por un lado dirigido al legislador, que no podrá dictar normas sancionadoras desfavorables con carácter retroactivo, y por otro a la Administración (en nuestro caso el instructor), que tampoco podrá aplicarlas con tal carácter.
Por tanto, frente a la regla general de la irretroactividad, nos encontramos con el apartado segundo del artículo 26 de la LRJSP que determina que las disposiciones sancionadoras más favorables tendrán efecto retroactivo tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como de la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición.
Este precepto hace referencia tanto al presunto infractor/a como al infractor/a. Es decir, que de los beneficios de la retroactividad favorable no solo se aprovecha el «presunto infractor/a», incurso en un procedimiento sancionador; sino también el «infractor/a», que ya ha sido sancionado mediante resolución firme, pero que todavía no ha hecho frente a la misma.
Es decir, que la retroactividad favorable es aplicable incluso frente a resoluciones sancionadores firmes pero que todavía no han sido materialmente ejecutadas, procediendo en estos casos su revocación, ya lo sea total o parcial.
Ahora bien, estos efectos favorables que otorga la regla anterior deben aplicarse en términos estrictos a la hora de señalar cual es la ley más benigna, ya que queda prohibido el conocido «espigueo normativo», es decir, optar por los aspectos más favorables de cada una de las dos leyes (anterior y posterior al hecho). Una vez determinada cual es la ley favorable sus preceptos se aplican en bloque.
2.4.  El principio non bis in idem
El principio non bis in idem, también denominado ne bis in idem, es un aforismo de origen latino que significa etimológicamente no dos veces sobre lo mismo, y tiene por objeto otorgar seguridad y certeza a una persona de que el hecho por el cual ha sido sancionado o procesado previamente no va a ser revisado de nuevo, siempre que concurran una serie de circunstancias.
Este principio, cuyo marco de acción se encontraba originariamente en el procedimiento penal, resulta de aplicación al procedimiento sancionador y disciplinario, como manifestación del «ius puniendi» del Estado.
El principio non bis in idem si bien no está regulado expresamente en nuestra Constitución Española (en adelante CE), se ha considerado por la jurisprudencia, de forma pacífica y consolidada, que tiene su fundamento en otros principios o derechos constitucionales como son el principio de legalidad y el principio de seguridad jurídica (artículo 9.3 de la CE) o el derecho a un proceso con todas las garantías (artículo 24.2 de la CE). Ello tiene una indudable importancia, por las consecuencias jurídicas que pueden derivarse en caso de inobservancia por parte del instructor de un procedimiento sancionador o disciplinario, ya que implica que la vulneración del principio de non bis in idem tiene relevancia constitucional por afectar a derechos fundamentales, siendo susceptible de recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, y configurándose por tanto como una causa de nulidad prevista en el artículo 47.1 a) de la LPACAP.
La LRJSP, en el artículo 31 acoge el principio non bis in idem, no permitiendo la doble sanción, ya sea administrativa o penal por los mismos hechos si hay identidad de sujeto y fundamento.
A) Identidad de sujeto.
Se trata de una cuestión a valorar por el instructor/a, en principio sencilla respecto de las personas físicas, pero que puede plantear una mayor problemática en el caso de las personas jurídicas, como se abordará a lo largo de este manual.
Tiene que ser el mismo sujeto, y ello con independencia del título de imputación que haya ostentado (doloso/culposo; autor/cómplice; individual/solidario…).
B) Identidad fáctica.
Debe tratarse del mismo hecho, si bien se pueden generar situaciones conflictivas para su apreciación por el instructor en determinados supuestos (infracciones continuadas, infracciones que sirven de medio para realizar otras, supuestos de reincidencia…), que también serán analizadas de forma específica en el presente manual.
C) Identidad de fundamento.
Este elemento, que también ha sido calificado por la doctrina y la jurisprudencia con otras acepciones (bien jurídico, interés jurídico…), requiere analizar por el instructor/a cual es el bien jurídico protegido, ya que la dualidad de sanciones puede ser constitucionalmente admisible cuando la normativa que la impone pueda justificarse porque contempla los mismos hechos desde la perspectiva de un interés jurídicamente protegido que no es el mismo que aquel que la primera sanción intenta salvaguardar o desde la perspectiva de una relación jurídica diferente entre sancionador y sancionado.
Finalmente, hay que hacer una breve referencia a la denominada vertiente procesal del principio non bis in idem, cuyo origen histórico se encuentra en el derecho anglosajón, donde se denomina double jeopardy, que lo que impide es el doble proceso o enjuiciamiento, esto es que una persona pueda ser juzgada por los mismos hechos, si bien hay que tener en cuenta que hasta este momento el Tribunal Constitucional (16)  sólo ha reconocido de manera expresa la relevancia constitucional del derecho a no ser sometido a un doble pronunciamiento sancionador cuando se trata de un doble proceso penal, de modo que la mera coexistencia de procedimientos sancionadores —administrativo y penal— que no ocasiona una doble sanción no ha adquirido relevancia constitucional en el marco de este derecho (STC 98/1989, de 1 de junio; AATC 600/1987, de 20 de mayo; 413/1990, de 26 de noviembre).
Resulta interesante citar la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de 19 de septiembre de 2024 (recurso de revisión 21168/2023) que analiza el principio non bis in idem en caso de dos sentencias penales sobre los mismos hechos, estableciendo que lo correcto y procedente es privar de eficacia a la sentencia dictada en segundo lugar ya que en ella radica la incorrección, por lo que ha de subsistir la primera que se pronunció.
Por último, el artículo 31.2 LRJSP dispone que «cuando un órgano de la Unión Europea hubiera impuesto una sanción por los mismos hechos, y siempre que no concurra la identidad de sujeto y fundamento, el órgano competente para resolver deberá tenerla en cuenta a efectos de graduar la que, en su caso, deba imponer, pudiendo minorarla, sin perjuicio de declarar la comisión de la infracción».
La prioridad del proceso penal implica que cuando los hechos están tipificados como delitos o delitos leves en el Código Penal o en las leyes penales especiales, no hay posibilidad de tramitar simultáneamente los dos procedimientos sancionadores.
Los hechos declarados probados en lo penal vinculan a la Administración Pública. De hecho, el art. 77.4 de la LPACAP establece que «En los procedimientos sancionadores, los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes vincularán a las Administraciones Púbicas respecto de los procedimientos sancionadores que se substancien».
En cambio, si el pronunciamiento es absolutorio se observan tres posibilidades:
	a)  Si el Tribunal penal declara inexistentes los hechos, la Administración no puede imponer por ellos sanción alguna;
	b)  si el Tribunal declara la existencia de los hechos, pero absuelve por otras causas, la Administración debe tenerlos en cuenta y, valorándolos desde la perspectiva del ilícito administrativo distinta de la penal, imponer la sanción que corresponda conforme al ordenamiento administrativo; y
	c)  si el Tribunal constata simplemente que los hechos no se han probado, la Administración puede acreditarlos en el expediente administrativo y, si así fuera, sancionarlos administrativamente.

Si con infracción de este principio, que prohíbe la doble sanción, han coexistido sentencia penal y sanción administrativa; conocido este supuesto, procede, de oficio o a solicitud del sancionado, y en aplicación de la prioridad jurisdiccional, revocar la sanción por estar incursa en causa de nulidad de pleno derecho, por violación del derecho fundamental que garantiza el principio de legalidad contemplado en el artículo 25,1 CE.
2.5.  El principio de responsabilidad
El principio de responsabilidad exige que para que sobre el ciudadano pueda recaer el reproche de la Administración, es necesario no solo que sea el sujeto, directo o indirecto, de la comisión de los hechos tipificados como infracción, sino que además exista una imputación subjetiva de culpabilidad. En el ámbito sancionador no cabe la responsabilidad objetiva, carente de actuación dolosa o culposa.
Está regulado en el artículo 28 LRJSP como un principio relevante dentro de la potestad sancionadora.
En primer lugar, este precepto señala que solo pueden ser sancionados por los hechos constitutivos de la infracción administrativa quienes resulten responsables de los mismos, a título de dolo o culpa. Restringe la imputación a la existencia de una exclusiva responsabilidad a título de dolo o culpa, despareciendo la responsabilidad a título de simple inobservancia recogida LRJPAC.
No obstante, el hecho de que la LRJSP suprima esa mención no varía nada y sólo da lugar a una mejor técnica jurídica. Profundizando en el estudio, se ve claramente que para imponer una sanción es necesario un tanto de culpa y que «a título de simple inobservancia» no dejaba de exigir un mínimo de culpa.
Téngase en cuenta, que si el dolo o intención carece de recorrido alguno en su graduación, pues existe o no existe, la culpa tiene un campo de determinación muy largo, pudiendo ir desde la culpa gravísima o temeraria a la culpa levísima o simple descuido. Por ello entendemos que la aludida supresión carece de relevancia jurídica alguna, quedando la simple inobservancia incluida dentro del término culpa.
La motivación suficiente de la resolución sancionadora se relaciona directamente con el principio de culpabilidad y con el de presunción de inocencia, de forma que aquélla ha de contener la fundamentación que permita apreciar ésta en la persona del infractor (17) .
Actualmente, la LRJSP ha ampliado el ámbito subjetivo de este principio, pudiendo ser responsables de las infracciones «cuando una ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos».
El apartado cuarto del artículo 28 LRJSP, por un lado, permite que las leyes que regulan los distintos regímenes sancionadores tipifiquen como infracción administrativa el incumplimiento de la obligación de prevenir la comisión de infracciones administrativas por quienes se hallen sujetos a una relación de dependencia o vinculación. Y por otro, que aquellas podrán prever los supuestos en los que determinadas personas respondan del pago de las sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas dependan o estén vinculadas.
El sujeto sancionado ha de ser penalmente capaz o imputable. En otro caso, no cabe exigir responsabilidad, por falta de culpa. En relación con las causas eximentes podemos decir que las circunstancias contempladas en el artículo 20 del Código Penal se aplican al Derecho Administrativo Sancionador (así, por ejemplo, la enfermedad psíquica que impida tener conciencia exacta de los actos propios, si queda acreditada, excluye la responsabilidad) con alguna salvedad, ya que habrá que estar al caso concreto. Así por ejemplo, en lo relativo a la intoxicación por el consumo de alcohol o drogas, los Tribunales casi nunca aprecian que se presente en un grado tal que excluya la imputabilidad (18) .
También el caso fortuito y la fuerza mayor, es causa de exclusión de la responsabilidad, si bien su existencia como causa de exclusión debe ser probada por quien la alega (19) . La culpabilidad por su parte puede ser excluida por la presencia de error que tendrá que tener carácter invencible (que no hubiera podido evitarse empleando la diligencia exigible), ya que si es vencible solamente podría ser tenido en cuenta para aminorar la sanción. El error invencible se excluye en el caso de profesionales de un determinado sector sobre los que existe una presunción iuris e de iure del conocimiento de la normativa existente en los ámbitos en los que actúan, pero sí se ha admitido en supuestos en los que exista una laguna interpretativa y el obligado hubiese llevado a cabo una interpretación razonable de la norma (20) .
Las circunstancias modificativas servirán para graduar al alza o a la baja el tanto de responsabilidad exigible por el ilícito cometido.
En el apartado tercero del artículo 28 LRJSP, se estipula, en los casos de infracción cometida por varias personas conjuntamente, la responsabilidad solidaria tanto en la comisión de la infracción como en el cumplimiento de la sanción. No obstante, dice, que cuando la sanción sea pecuniaria, y si ello es posible, «se individualizará en la resolución en función del grado de participación de cada responsable».
La responsabilidad de las personas jurídicas por las infracciones administrativas cometidas está en estos momentos fuera de toda duda, ya que el artículo 28 de la LRJSP lo admite expresamente. Así, se ha entendido que el principio de culpabilidad de las personas jurídicas se construye desde una ficción jurídica, consistente en una traslación de responsabilidad, ya que la malicia o negligencia de las personas físicas a través de las cuales actúa la persona jurídica se imputa a esta última, por ser titular de una obligación hacia la Administración pública impuesta por el ordenamiento jurídico y que ha sido objeto de incumplimiento.
El principio de solidaridad en este ámbito choca con el principio de responsabilidad, propio del Derecho Administrativo sancionador, que llevaría a que la Administración impusiese una sanción a cada uno de los responsables y no de forma solidaria a uno de ellos. Para PALMA DEL TESSO el reconocimiento de la responsabilidad solidaria no excluye la exigencia del principio de culpabilidad y el principio de personalidad, lo cual lleva a que el expediente sancionador se haya incoado frente a todos los que han tenido participación en los hechos constitutivos de infracción, y sólo tras determinar la culpa de cada uno ellos entraría en juego la solidaridad, imponiendo la Administración la sanción a uno de ellos, que podría repetir con el resto de responsables la parte correspondiente.
En este sentido se manifiesta el artículo 70.2 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes. Otro de los problemas que ha planteado la responsabilidad solidaria es la aplicación del principio de proporcionalidad a la sanción que corresponde a cada uno de los responsables, ya que las circunstancias de la intervención en la comisión de la infracción no tienen por qué ser idénticas y, sin embargo, no pueden ser objeto de valoración individualizada en cada uno de ellos.
Finalmente, hay que señalar que la responsabilidad administrativa por la infracción cometida, puede conllevar una responsabilidad civil, con objeto de indemnizar lo daños derivados del hecho infractor y/o reponer la situación alterada por los mismos a su estado originario. La exigencia de esta responsabilidad puede ventilarse dentro del propio procedimiento sancionador; o, una vez finalizado éste, en un procedimiento complementario. La exigencia de estos daños es administrativa, con plena aplicación de la facultad de autotutela administrativa ejecutiva, pudiendo utilizarse, en el caso de que la responsabilidad sea pecuniaria, el procedimiento de apremio.
2.6.  El principio de proporcionalidad
Estrechamente ligado este principio a la justicia en sí misma, prohíbe el exceso de corrección administrativa en relación con la gravedad del hecho cometido, requiriendo que la sanción impuesta esté acomodada a la infracción cometida y a las circunstancias que la rodean.
En el ámbito sancionador, la proporcionalidad está estrechamente vinculada con otros principios como el de motivación de las resoluciones administrativas sancionatorias así como con los restantes principios capitales que rigen esta potestad: legalidad, tipicidad, culpabilidad y non bis in idem.
El principio de proporcionalidad está regulado en artículo 29 LRJSP. El apartado primero del citado artículo comienza con la prohibición de sanciones administrativas que puedan implicar, directa o subsidiariamente, privación de libertad. Esta afirmación reitera lo dispuesto en el artículo 25.3 de la CE.
En segundo lugar, el cometido que tiene la Administración a la hora de aplicar el principio en cuestión, se ve culminado cuando en la resolución sancionadora que pone fin al procedimiento sancionador, tras la cumplimentación de todas y cada una de las fases procedimentales, se motiva, razona y justifica cumplidamente la aplicación de esta o aquella sanción.
Por ejemplo, no se vulnera el principio de proporcionalidad de las sanciones, cuando la cuantía de la sanción impuesta se corresponde con el peligro potencial causado para la seguridad del tráfico y de las personas.
El instructor/a debe tener presente este principio a la hora de redactar la propuesta de resolución, debiendo moverse dentro del arco marcado por la norma y motivándolo conforme a los criterios de la ley siempre que supere la sanción mínima.
Este principio es fundamental, pues ante una falta de motivación el juez reducirá la sanción al mínimo. Es decir, la fiscalización judicial del principio de proporcionalidad se traduce de manera habitual en el ejercicio de una amplia facultad revisora por los Tribunales de Justicia que, en pronunciamientos con frecuencia parcialmente estimatorios, acaban modulando la sanción según su criterio valorativo (21) .
El principio de proporcionalidad ha servido en la jurisprudencia como un importante mecanismo de control por parte de los Tribunales del ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración cuando la norma establece para una infracción varias sanciones posibles o señala un margen cuantitativo para la fijación de la sanción pecuniaria. El principio de proporcionalidad o el principio penal de individualización de la sanción para adaptarla a la gravedad del hecho y a la personalidad del autor, hacen de la determinación de la sanción una actividad reglada (22) .
El apartado 3 a) del artículo 29 LRJSP, regula los criterios para graduar la sanción siendo uno de ellos los criterios el grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad. Otro de los criterios será la «continuidad o persistencia en la conducta infractora».
Se señala en el apartado 3 d) que, para que exista reincidencia, es necesario que la infracción anterior haya sido declarada por sanción firme en vía administrativa.
En el apartado 5 del artículo 29 se establece, con carácter general, el criterio para resolver el concurso medial de infracciones administrativas al disponer: «Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras, se deberá imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida».
En el apartado 6 del artículo 29 se regula la definición de infracción continuada: «Será sancionable, como infracción continuada, la realización de una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan
	a)  En caso de que los plazos aumenten, no cabe sino aplicarlos a las infracciones cometidas después de la entrada en vigor de la ley modificadora.
	b)  En caso de que se reduzcan, el nuevo régimen se aplicaría tanto a las infracciones cometidas con posterioridad a la entrada en vigor de la nueva norma, así como a las infracciones cuyos plazos prescriptivos estén todavía abiertos, no consumados.

	A)  Por un lado, afecta a la eficacia de los actos administrativos, que generalmente está supeditada a su notificación. Si bien es cierto que en determinados casos el acto despliega algún efecto jurídico aun cuando no haya sido todavía notificado. Por ejemplo, la fecha de la adopción del acuerdo de incoación del procedimiento es el día inicial del cómputo del plazo de caducidad, independientemente de cuando este acto haya sido notificado.
	B)  Por otro, la falta de notificación o la práctica defectuosa de la misma puede generar indefensión. El Tribunal Constitucional (54)  se ha encargado, de poner de manifiesto la relación instrumental que existe entre las notificaciones, u otros actos de comunicación procesal, y el derecho a la defensa.

	A)  Aun cuando no pueda acreditarse la práctica de la notificación mediante la documentación obrante en el expediente administrativo, ésta surtirá efectos, si la resolución contiene el texto íntegro del acto, a partir del momento en que el intensado realice actuaciones que evidencien el conocimiento de su contenido y alcance de la resolución, o desde que interponga un recurso contra la misma (60) . Por ejemplo, si el interesado al que le ha sido notificada la resolución iniciadora del procedimiento sancionador por correo ordinario, sin acuse de recibo, presenta un escrito de alegaciones, y en el mismo dice que el acuerdo de incoación le fue notificado el día 3 de enero, esta fecha, aunque no obre en el expediente documento alguno de notificación es, a todos los efectos, la fecha de notificación del acto referido.
	B)  A la vista del artículo 40.4 LPACAP, si se acredita un intento frustrado de notificación de una resolución, y siempre que contenga el texto íntegro de la misma, queda a salvo el vencimiento del plazo máximo para resolver el procedimiento. Este supuesto es muy importante, pues si se puede probar, mediante la documentación obrante en el expediente administrativo, que se ha intentado trasladar la notificación de la resolución sancionadora al inculpado, el plazo máximo para resolver el procedimiento queda salvado, y se evita su caducidad.

	A)  Que se haga cargo de la notificación el propio interesado, o su representante, con lo que una vez acreditado esto, e incorporado al expediente administrativo, la notificación se considerará formalmente realizada.
	B)  Que el interesado, o su representante, no quieran hacerse cargo de la notificación, es decir, en los términos utilizados por la LPACAP, que la rechacen. En este caso, debidamente acreditado esto e incorporado al expediente administrativo, también se entenderá que la notificación está formalmente realizada.
	C)  Que no se encuentren nadie en el domicilio del interesado. Si se da esta circunstancia deberá hacerse constar en el expediente administrativo, y, a efectos de una eventual notificación edictal, realizar un segundo intento de notificación en los tres días siguientes a la primera (64) , y en una hora distinta (65) . A estos efectos, si la primera notificación tuvo lugar antes de las quince horas, la segunda tiene que tener lugar después de las quince horas, y viceversa; dejando, en todo caso, un margen de diferencia entre ambas de tres horas.
	D)  Que en el domicilio se encuentren personas distintas al interesado o su representante. En este caso podrá hacerse cargo de la misma cualquiera de ellos, siempre que se identifique debidamente. Aunque nada dice LPACAP si ninguno quisiera asumir la recepción de la notificación se considerará que ha habido un primer intento frustrado, igual que si no se encontrara nadie en el domicilio, porque el rechazo de la notificación solo puede producir efectos cuando procede del interesado o de su representante.

	A)  Cuando los interesados sean desconocidos o se ignore su lugar de notificación. Es decir, que en los procedimientos sancionadores es muy remoto que pueda darse este supuesto. Generalmente en estos procedimientos el inculpado, está identificado, y es muy improbable que no se conozca su domicilio. Pero es que si fuera así, la iniciación del procedimiento sancionador sin haber conseguido la notificación personal del inculpado afectaría muy seriamente al derecho de defensa, pudiendo quedar el procedimiento viciado desde su origen.
	B)  Cuando intentada la notificación personal no se hubiese podido practicar. Tal como se ha explicado en el epígrafe anterior, se considera frustrado el intento de notificación personal cuando puede acreditarse que han tenido lugar dos intentos de notificación, realizándose el segundo en los tres días siguientes al primero, y a distinta hora.

	A)  El instructor/a y el secretario/a tienen obligación de evitar la indebida publicidad de documentos, datos e información, en general, que se contenga en el expediente sancionador. Asimismo, tienen que guardar el debido sigilo profesional respecto de la información contenida en el expediente sancionador del que hayan tenido conocimiento por razón de su oficio o cargo, obligación que se hace extensiva incluso cuando haya finalizado el procedimiento sancionador.
	B)  El instructor/a y el secretario/a deben ser especialmente cuidadosos para restringir el acceso al expediente sancionador y la obtención de copias de documentos contenidos en ellos, a las personas que no tengan la condición de interesados (81) .
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